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Renexiones 

Dos han sido las producciones normativas 
publicadas que han sobresalido en el mes de junio: 
la "Ley del Menor Infractor" y el "Reglamento del 
Código Aduanero Centroamericano". 

La "Ley del Menor'' demuestra la decisión de 
seguir manteniendo un apartado especial para las 
infracciones cometidas por los menores, los 
legisladores confían en educar e imponer una mo­
ral para corregir las "desviaciones" de éstos. En rea­
lidad, no puede negarse la necesidad de crear un 
sistema de sanciones menos riguroso para los me­
nores así como el establecimiento de centtos de 
rehabilitación exclusivos para ellos, considerando 
la inmadurez intelectual que se presume en los me­
nores y los efectos dañinos de la convivencia en 
común que facilita el intercambio de valores y 
conductas con los delincuentes mayores. Sin 
embargo, estas dos pretensiones no pueden 
justificar diferenciar de manera extremista el trata­
miento de infractores mayores y menores; por el 
contrario, debe lograrse una equivalencia de siste­
mas y condiciones, aunque defendamos esferas 
distintas de ejecución. Ello supone reconocer que 
las distinciones entre delincuentes mayores y 
menores, no son más de las que hay entre cuales­
quiera ciudadanos. 

Si se ha probado el fracaso de quienes preten­
den considerar que el menor puede ser "reedu­
cado", mienttas el adulto es menos probable que 

lo sea, ¿por qué se sigue pretendiendo la utopía de 
la correción del desviado, a quien, según algunos, 
se puede llenar de un contenido ideal de no 
delincuente? La educación no implica el abandono 
de conductas delictivas, sino que lo determinante 
es la convergencia de causas, la realidad social, el 
sistema de normas de todo tipo y la aceptación o 
no de un mínimo ético por parte del individuo. Por 
eso, los programas para los delincuentes, orienta­
dos a la aceptación de un mínimo ético que no 
impida el libre desarrollo personal ni el de los 
demás, sólo pueden llevarse a cabo por medio del 
sistema judicial y las sanciones. 

El Organo Legislativo también debe hacer 
coincidir el sistema normativo con la realidad de 
nuestro país, sin que ello impida intervenir 
reforzando conductas beneficiosas para el sistema 
y el individuo. La conducta de los ciudadanos no 
cambia por decreto. 

En aquellos casos en los cuales se ha aceptado 
el mínimo ético necesario para la participación 
social y en los cuales una infracción concreta no 
se considera una desviación o una anormalidad ne­
cesitadas de "reconstrucción", ni tampoco como es 
obvio, limitarse a refonar su mínimo ético, pues no 
sería suficiente motivo para restringir sus dere­
chos, la acción institucional se justifica con finali­
dades de prevención general (evitar la repetición 
de nuevos hechos delictivos de tal manera que im­
pidan la vida social normal para los individuos) u 
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objetivos retribucionistas (aplicar sanciones sin 
más objetivo que responder directamente al hecho 
cometido). 

Una pretensión más completa con1ra la delin­
cuencia de menores y adultos requeriría de una ac­
ción política más amplia, cuyos primeros respon­
sables serían los funcionarios llamados a resolver 
las diferencias enlJ'e el Estado formal de derecho y 
el Estado material de derecho, en otras palabras, lo 
que se dice debe ser la vida de todos los ciuda­
danos, según la Constitución y las demás normas, 
y lo que en realidad es la situación vigente en las 
condiciones de vida de la mayoría de los salva­
dorei'los. 

En la "Ley del Menor" encontramos aspectos 
positivos como el proceso oral que, por su 
agilidad, podría resolver las deficiencias que 
caracterizan al sistema judicial. Este es sólo uno 
de los aspectos positivos, los cuales implican 
mejor calidad, con menos costos a largo plazo y 
en un tiempo "decente", pues el sistema normativo 
no basta, sino que se hace necesario entrar ya al 
caso práctico, considerando recursos, capacidad 
del personal ejecutor, condiciones, etc. Ojalá que 
no se repita la realidad de nueslJ'os supermercados 
o bancos, para citar ejemplos de la calle, que no 
saben llevar a la práctica las reglas técnicas nece­
sarias para prestar servicios de manera eficiente y 
respetuosa con el tiempo del consumidor o cliente. 

La participación de la Fiscalía, si bien no 
genera mucha confianza por sus antecedentes y 
por su pasividad actual, revela el cambio de un 
sistema inquisitivo, en el que el juez puede abrir 
juicios de oficio sin mayores limitaciones, a un 
sistema acusatorio, en el que la Fiscalía es la 
encargada de la investigación y de presentar los 
casos al juez de menores. ¿Hasta dónde la Fiscalía 
será capaz de cumplir su nuevo papel? La 
interrogante surge cuando consideramos sus tan 
poco efectivos resultados actuales. 

El "Reglamento del Código Aduanero Cen­
troamericano" es positivo por el orden que plan­
tea, aunque no es único, pues permite desem­
barazarse de muchas colecciones reglamentarias 
desperdigadas que en momentos determinados 
dificultaban el conocimiento adecuado de las 
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normas. El Reglamento deroga entre otros el 
"Reglamento de Aduanas de la República", el 
"Reglamento de la Forma y Presentación de Pó­
lizas de Aduanas de la República y de los Agentes 
de Aduana", el "Reglamento de Almacenes Priva­
dos de Depósito Fiscal", el "Reglamento de Ope­
raciones Aduaneras por Vía Aérea", el "Reglamento 
de Tránsito y Transbordo de Mercaderías", etc. 

Además, con el Reglamento se elimina mucho 
de ese lastre que impide el desarrollo y permite un 
período de ajuste en el cual los antiguos parti­
cipantes de la corrupción tendrán que adaptarse a 
la nueva normativa, asumiéndola como necesaria, 
siempre y cuando haya aplicadores dispuestos a 
proporcionar un trato igualitario y a respetar la 
propiedad privada y pública así como los otros 
derechos. Pero si este período de ajuste se 
convierte en un tiempo para instrumentalizar las 
disposiciones reglamentarias y se continúa ac­
tuando de espaldas a la realidad, en contra de la 
mayoría de los salvadorei'los, ello nos alejará de la 
paz y del desarrollo auténticos. 

Las últimas revelaciones de los empresarios y 
profesionales sobre las dudosas actuaciones de 
algunos funcionarios públicos en la aplicación de 
la nueva normativa de aduanas no son muy alen­
tadoras; pero antes de dejarnos llevar por el 
pesimismo, demos un tiempo razonable a la 
esperanza Si la acción positiva no se produce, en­
tonces, habrá que criticar el sistema y sus normas. 

Orgaoo Legislativo 

Ley del Menor Infractor 

Esta ley sustituye al Código de Menores y pro­
porciona un nuevo cuerpo normativo que responde 
a los principios constitucionales y cumple con los 
tratados, las convenciones y los pactos interna­
cionales. 

La ley se aplicará a la persona mayor de doce 
aflos y menor de dieciocho a quien se le atribuyere 
o declarare ser autor o partícipe en la comisión de 
una infracción penal. La ley establece procedi­
mientos y sanciones especiales para dichos me­
nores. A quienes tengan entre dieciséis y diecio­
cho ailos de edad se les aplicarán las medidas 
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previstas en la presente ley. A quienes tengan 
entre doce y dieciséis anos, si bien están sujetos a 
los procedimientos establecidos por la ley, el juez 
de menores podrá decidir si aplica o no las 
medidas establecidas en la "Ley del Instituto Sal­
vadoreno de Protección al Menor" o las medidas 
contempladas en la "Ley del Menor infractor", 
siempre que sean "en beneficio del menor". Con­
secuentemente, los menores de doce ai'los de edad 
se encuentran exentos de responsabilidad y en 
caso de cometer actos antisociales estarán sujetos 
a la protección integral del Instituto Salvadorefto 
de Protección al Menor. 

Entre los derechos y las garantías del menor 
sujeto a la presente ley, se encuentran el proceso 
justo, oral, sin demora y fundamentado sobre las 
bases de la responsabilidad por el acto, el respeto 
de su intimidad personal -lo cual implica la no 
publicación de ningún dato que directa o indi­
rectamente posibilite su identidad-, no puede ser 
ingresado institucionalmente sin orden escrita del 
juez competente -como medida excepcional y 
por el tiempo más breve posible-, recibir in­
formación clara y precisa del tribunal de menores 
sobre el significado de cada una de las acciones 
procesales que tengan lugar en su presencia así 
como de su contenido y de las razones, incluidas 
las éticas, de tal manera que el proceso se convier­
ta en un ejercicio educativo y a que se procure un 
arreglo conciliatorio. 

El menor que cometiere delito o falta, de 
acuerdo a la legislación penal, sólo podrá ser so­
metido a las medidas siguientes: orientación y 
apoyo sociofamiliar, amonestación, imposición de 
reglas de conducta, servicios a la comunidad, 
libertad asistida e internamiento. 

En cualquier estado del proceso podrá ser 
decretada su cesación, si se comprueba cualquier 
excluyente de responsabilidad, si el ofendido 
desiste impidiendo continuar el proceso y si la ac­
ción no debió haberse iniciado o no deba pro­
seguir por cualquier causa legal. Cuando el menor 
no es responsable, debido a deficiencia mental, el 
juez, luego de comprobada la infracción, podrá 
ordenar una medida de cumplimiento especial. 

Los padres, tutores y responsables del menor 

LEYENDO EL DIARIO OFICIAL, JUNIO 

podrán intervenir en todo el procedimiento. Para 
los efectos de esta ley, se entenderá que son 
responsables del menor las personas que sin ser 
sus representantes legales, lo tienen bajo su 
cuidado en forma temporal o permanente. 

Desde el inicio de la investigación y dwante 
todo el proceso, el menor deberá ser asistido por 
un defensor. La Procuraduría General de la 
República deberá velar por el interés del menor, 
asumiendo su defensa cuando no tuviere defensor 
panicular, solicitar y aportar pruebas, participar en 
su producción, solicitar la conciliación, pedir en su 
caso, la cesación o modificación de las medidas 
decretadas e interponer recursos. En cada tribunal 
de menores habrá un procurador de menores. A la 
Fiscalía General corresponderá investigar las 
infracciones atribuidas al menor, velando por el 
cumplimiento de la ley, procurar la conciliación, 
promover la acción penal o abstenerse de ella, 
solicitar y aportar pruebas, participar en su 
producción, pedir en su caso, la cesación, modi­
ficación o sustitución de las medidas decretadas e 
interponer recursos. En cada tribunal de menores 
habrá un fiscal de menores. 

La víctima directamente ofendida podrá 
participar en el procedimiento, pero sólo para 
efectos de la conciliación o del desistimiento, ade­
más podrá estar presente en la vista de la causa. 
Iguales facultades tendrán el cónyuge, los pa­
rientes dentro del cuarto grado de consanguinidad 
o segundo de afinidad y el adoptante o adoptado 
del ofendido cuando la infracción haya provocado 
la muerte de éste. 

Admiten conciliación todos los delitos o faltas, 
excepto los que afecten intereses difusos de la 
sociedad. El arreglo conciliatorio procede de 
oficio, a instancia de parte, a petición del ofendido 
o de la víctima. Procede ante el juez de menores o 
la Fiscalía General de la República. Cuando el 
menor incumpla injustificadamente las obligacio­
nes de contenido no patrimonial, pactadas en el 
acta de conciliación, el procedimiento continuará 
como si no se hubiese conciliado. Cuando se trate 
de obligaciones de contenido patrimonial, antes de 
que la víctima o el ofendido promuevan la acción 
civil, podrán solicitar al juez o al fiscal que re­
quieran el cumplimiento de las obligaciones. 
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La investigación de un hecho descrito penal­
mente y atribuido a un menor, se iniciará de oficio 
o por denuncia. Si bien la denuncia la puede 
recibir el juez de menores, éste la debe remitir a la 
Fiscalía General de la República y de oficio no 
puede iniciar el proceso. En todos los casos, la 
Fiscalía es la encargada de la investigación. Esta 
institución ordena la apertura de la investigación, 
decretando de oficio o a petición de parte la prac­
tica de las diligencias para establecer las circuns­
tancias del hecho y si existen indicios o evidencias 
para promover la acción. En el plaw de la inves­
tigación (treinta días, que se pueden ampliar por 
autorización del juez hasta un período máximo 
igual) deberá procederse a la conciliación. Si no se 
conciliare, se seguirá adelante con la investi­
gación. 

La Fiscalía podrá renunciar a la acción por 
hechos tipificados en la legislación penal como 
faltas o delitos sancionados con pena de prisión 
cuyo "mínimo no e:ir;ceda de tres ai'los", teniendo 
en cuenta las circunstancias del hecho, las causas 
que lo motivaron "o" la reparación del dafto. Si la 
reparación del dai'lo fuere total, la Fiscalía deberá 
renunciar a la acción. Dicha renuncia impide pro­
mover la acción ante el tribunal de menores. 

Agotada la investigación o concluido el plazo, 
la Fiscalía resolverá en forma breve y motivada si 
hay o no mérito para promover la acción. 

Cuando la Fiscalía General de la República re­
solviere no promover la acción o no cumpliere con 
el término establecido para la investigación, la 
parle ofendida o su representante legal (en el 
primer caso antes de transcurrir diez días de 
notificada la resolución de la Fiscalía que dispone 
no existir mérito para la promoción de la acción), 
podrán solicitar al juez que requiera al Fiscal las 
diligencias de investigación. Vistas las diligencias, 
si el juez considera que lo dispuesto por el Fiscal 
está conforme a derecho, así lo declarará y notifi­
cará al que lo solicitó; en caso contrario, requerirá 
al Fiscal para que promueva la acción; si no lo 
hiciere, iniciará el trámite judicial e informará pa­
ra efectos de las sanciones disciplinarias o penales 
a que hubiere lugar. Si el juez considera necesario 
ampliar la investigación, ordenará que se remitan 
las actuaciones a la Fiscalía General de la Repú-
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blica, la que deberá ser realizada por un Fiscal 
diferente al que la practicó inicialmente, en un 
período adicional que no podrá exceder a los 
treinta días. Si ampliada la investigación se rati­
ficare la resolución inicial y esta fuere conforme a 
derecho, el juez deberá resolver de conformidad a 
lo dispuesto por la Fiscalía General de la Re­
pública. 

En el caso de haber transcurrido lo diez días 
mencionados anteriormente solo podrá revocarse 
la resolución firme, que sirvió de base para el 
archivo de las diligencias de la Fiscalía, cuando 
aparezcan nuevos indicios o evidencias que des­
virtúen los fundamentos que sirvieron de base para 
pronunciarla. La revocatoria se producirá de oficio 
o a petición de parte, se entiende, ame la Fiscalía 
General. 

Promovida la acción, el juez debe resolver 
sobre la iniciación del proceso y puede remitir las 
diligencias a la Fiscalía General para que amplíe 
la investigación en un plazo máximo que no exce­
da los treinta días. 

Cuando se resuelve que no es procedente ini­
ciar el proceso por cualquier causa legal, se ordena 
el archivo de las diligencias de investigación. Si 
resuelve iniciar el proceso, ordenará el estudio 
sicosocial si no se hubiere efectuado y podrá citar 
a conciliación. Asimismo, sin perjuicio de las evi­
dencias o indicios recabados en la investigación 
realizada por la Fiscalía General, el juez podrá 
ordenar de oficio o a petición de parte, que esa 
institución practique otras diligencias complemen­
tarias de investigación. Además, el juez podrá, de 
oficio o a petición de parte, ordenar anticipada­
mente la recepción de las declaraciones de los 
ofendidos o de los testigos, que por algún motivo 
difícil de superar, se presuma que no podrán 
concurrir a la vista de la causa. Podrá ordenar an­
tincipadamente la práctica de peritajes necesarios 
en el juicio, o llevar a cabo los actos probatorios, 
que fueren difíciles de efectuar en la vista de la 
causa o que no admitan dilación. 

Concluida la investigación y si hubiere mérito 
para la celebración de la vista de la causa, el juez 
así lo resolverá y notificará a las partes. Si no 
interpusiere recurso, sei'lalará día y hora para la 
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celebración de la audiencia preparatoria previa 
citación de las partes. La audiencia preparatoria 
tendrá por objeto que las partes se manifiesten 
sobre los siguientes puntos: ratificar, modificar o 
retirar los cargos por la Fiscalía General de la 
República; indicar las personas cuya presencia 
soliciten y el lugar en que deberán ser citados, y 
ofrecer las pruebas que se presenten en la vista de 
la causa. En la misma audiencia, el juez seftalará 
el día y la hora para la celebración de la vista de la 
causa. 

La vista de la causa se realizará en audiencia 
reservada, sin jurado. Después de verificada la 
presencia del menor, del fiscal de menores, del 
defensor particular si lo hubiere, del procurador de 
menores y los testigos, especialistas, peritos o 
intérpretes y demás interesados que deban asisúr a 
la audiencia, el juez declarará abierto el debate e 
instruirá al menor sobre la importancia y el sig­
nificado de la audiencia y procederá a ordenar la 
lectura de los cargos que se le atribuyen. Poste­
riormente se recibirá declaración al menor, si éste 
desea hacerlo; en tal caso después de hacerlo, 
podrá ser interrogado por el fiscal de menores, el 
defensor particular, si lo hubiere, y el procmador 
de menores. 

El fiscal de menores podrá ampliar los cargos 
mediante la inclusión de un nuevo hecho o de una 
nueva circunstancia, que modifique la calificación 
del hecho objeto de la audiencia o integre un de­
lito conúnuado. Si la inclusión de una nueva cir­
cunstancia no modifica esencialmente los cargos 
que se le atribuyen, ni provoca indefensión, ésta se 
tratará en la misma audiencia. Si un nuevo hecho 
o una nueva circunstancia modifican los cargos, se 
deberá oír nuevamente en declaración al menor e 
informar a todas las partes que tienen derecho a 
pedir la suspensión de la vista para ofrecer nuevas 
pruebas o preparar la defensa. A parúr de ellas, el 
juez resolverá inmediatamente sobre la suspensión 
y en su caso, fijará nueva fecha para la conúnua­
ción dentro de un término que no exceda de diez 
días. Recibida la declaración del menor, el juez 
recibirá las pruebas. Terminada la recepción de las 
pruebas, el juez deberá conceder sucesivamente la 
palabra por término máximo de treinta minutos a 
cada uno, al fiscal de menores, al defensor 
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particular si lo hubiere y al procurador de me­
nores, para que en este orden emitan sus conclu­
siones finales; salvo que por la naturaleza de los 
hechos, las pruebas recibidas y las cuestiones a 
resolver deba concederse un término mayor. 

Las partes podrán replicar por un tbmino de 
quince minutos cada una, siempre que se limiten a 
refutar los argumentos adversos que no hayan sido 
discutidos. Si la víctima u ofendido desea exponer, 
se le debe conceder la palabra. El menor tendrá 
derecho a decir la última palabra e inmediatamen­
te después el juez deberá declarar finalizada la 
vista de la causa y emitirá la resolución definitiva 
en la misma audiencia. 

Concluida la vista de la causa, se resolverá en 
forma breve y motivada. Habrán recursos de revo­
catoria, contra toda resolución ante el juez que las 
dictó. Además, habrá un recurso especial de 
apelación y un recurso de revisión. 

La presente ley entrará en vigencia en el mes 
de octubre del corriente aflo (Decreto N11 863, 
Diario Oficial, 8 de junio de 1994, Tomo 323, 
Número 106). 

Nueva publicación de la Ley Orgánica de la 
Fuen.a Armada 

Por error cometido en la publicación del Diario 
Oficial NII 100, Tomo 323, del 31 de mayo de 
1994, se publica nuevamente. 

La ley se produce ante la necesidad de ar­
monizar la actual misión de la Fuena Armada, tal 
como se encuentra establecida en la Constitución. 
El artículo 212 de la Constitución establece que la 
misión de la Fue.na Armada es defender la so­
beranía del Estado y la integridad del te.ni.torio, y 
sólo excepcionalmente se podrá dispona de ella 
para el mantenimiento de la paz interna. Según el 
artículo 213, su estructura, régimen jurídico, 
doctrina, composición y funcionamiento, serán 
defenidos por ley. 

En tiempo de guerra, la Fuerza Annada cum­
plirá su misión, asegurando mediante campallas y 
operaciones militares la defensa de la soberanía 
del Estado y la integridad del territorio. En tiempo 
de paz coadyuvará al desarrollo y promoción de 
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las políticas y objetivos de la defensa nacional, y 
excepcionalmente al mantenimiento de la paz in­
terna. Organizará, equipará e instruirá unidades en 
situación activa y de reserva, capacitándolas para 
cumplir la misión en tiempo de guerra. 

El mando se define como la autoridad de que 
está investido el superior en virtud del grado, la 
antigüedad o empleo que desempefla En conse­
cuencia todo militar está sometido a su superior 
jerárquico y responde ante éste del cumplimiento 
de los deberes que le competen y de las órdenes 
que no transgredan las disposiciones legales o re­
glamentarias en vigencia. 

Todo miembro de la Fuerza Armada está obli­
gado a respetar el conducto regular, es decir, la 
cadena de mando que deben seguir las directivas, 
órdenes o instrucciones emanadas desde los 
superiores hasta los últimos escalones de la 
organización e, inversamente, las informaciones, 
las solicitudes o los reclamos que sean trans­
mitidos por el personal subalterno y las depen­
dencias subordinadas y que deben ser resueltas por 
los superiores pertinentes. Su transgresión será 
sancionada por la autoridad competente. 

La Fuerza Armada se organiza de la siguiente 
manera. En la cúspide se encuentra la Comandancia 
General que es ejercida por el presidente de la 
república, asesorado por el Estado Mayor 
Presidencial. En linea descendente, se encuentra el 
Ministro de la Defensa Nacional. De esta secretaría 
dependen como organismos consultivos la Junta de 
Jefes de Estado Mayor, la Inspectoría General, 
funcionalmente, y como organismos auxiliares la 
Dirección General de Reclutamiento y Reserva y la 
Dirección General de Sanidad Militar, y los entes 
asesores y consultivos que precise su misión. 

En el tercer escalón se encuentra el Estado 
Mayor Conjunto, integrado por el jefe, el subjefe y 
los jefes de los conjuntos responsables de las 
funciones primarias del mando, con su personal 
subalterno. El jefe del Estado Mayor Conjunto de 
la Fuerza Armada tiene la dirección operativa y la 
función de asesorar. Por debajo están las diferen­
tes ramas de la Fuerza Armada y las unidades de 
apoyo institucional. 

El ejército es una rama permanente, compuesta 
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por el cuartel general, las brigadas, los comandos, 
los regimientos y los destacamentos militares de 
las diferentes armas y servicios, conformados por 
las tropas de combate, apoyo de combate y apoyo 
de servicio de combate necesarias para la 
ejecución de las misiones de carácer terrestre. El 
mando del ejército es ejercido por el jefe del 
Estado Mayor General del Ejército. La Fuerza 
Aérea es una rama permanente de la Fuerza 
Armada, compuesta por el cuartel general, bases 
aéreas e instalaciones con los medios y servicios 
necesarios para la ejecución de las misiones de 
carácter aéreo. El mando de la Fuerza Aérea es 
ejercido por el jefe del Estado Mayor General de 
la Fuerza Armada. La Fuerza Naval es otra rama 
permanente de la Fuerza Armada, compuesta por 
el cuartel general, la flota, las bases navales, las 
capitanías de puerto y los destacamentos navales. 
El mando de la Fuerza Naval es ejercido por el 
jefe del Estado Mayor General de la Fuerza Naval. 
Las principales unidades de apoyo institucional 
son el Comando de Doctrina y Educación Militar, 
la Brigada Especial de Seguridad Militar y el 
Comando de Apoyo Logístico (Decreto Nº 868, 
Diario Oficial, 13 de junio de 1994, Tomo 323, 
Número 109). 

Ley del Fondo Ambiental de El Salvador 

Se ha creado el Fondo Ambiental de El 
Salvador como una entidad de derecho público 
descentralizada, con autonomía en la administra­
ción de su patrimonio y en el ejercicio de sus 
funciones, con personalidad jurídica propia y du­
ración indefinida, adscrita al Ministerio de Pla­
nificación. 

El objeto del Fondo Ambiental será la 
captación de recursos y su administración para fi­
nanciar planes, programas, proyectos y cualquier 
actividad tendiente a la protección, conservación, 
mejoramiento, restauración y uso racional de los 
recursos naturales y del medio ambiente, de 
conformidad con las prioridades establecidas en la 
Estrategia nacional del medio ambiente. 

Son funciones del Fondo (a) negociar y con­
tratar la cooperación financiera nacional e interna­
cional en coordinación con la Secretaría Ejecutiva 
del Medio Ambiente, de conformidad a lo esta-

ESTUDIOS CENTROAMERICANOS (ECA) 550 

Digitalizado por Biblioteca "P. Florentino Idoate, S.J." 
Universidad Centroamericana "José Simeón Cañas"



blecido en la Constitución; {b) captar recursos 
nacionales e internacionales provenientes del canje 
de deuda, préstamos, donaciones, aportes es­
pedficos del gobierno o ele cualquier otra fuente, 
destinados a incentivar, promover y financiar 
actividades de protección, conservación y manejo 
sostenible de los recursos naturales y del medio 
ambiente, ele conformidad a lo establecido en la 
Constitución; (c) financiar proyectos específicos 
de organismos gubernamentales y no guber­
namentales, dirigidos a ejecutar lo establecido en 
los convenios y enmarcados en la Estrategia na­
cional del medio ambiente; (d) apoyar el desa­
rrollo de la gestión ambiental en El Salvador, a 
través del financiamiento de programas de for­
talecimiento institucional; (e) administrar los 
fondos provenientes de diversas fuentes, de 
conformidad a los acuerdos a que se llegue con los 
donantes y respetando la autonomía de las cuentas 
específicas. 

Organo Ejecutivo 

Reglamento Nacional del Código Aduanero 
Uniforme Centroamericano 

Este reglamento tiene por objeto desarrollar los 
principios y disposiciones del Código Aduanero 
Uniforme Centroamericano (CAUCA). 

Comprende los vehículos para el transporte por 
carretera y vía férrea, la aeronaves y los barcos, 
incluso las barcazas, las gabarras y los hidro­
desli.zadores; así como las partes y las piei.as de 
recambio, los accesorios y el equipo en cantidades 
adecuadas para el respectivo viaje, los combusti­
bles, los aceites lubricantes y el carburante 
contenidos en sus depósitos normales. Todo medio 
de transporte que cruce la frontera se someterá al 
control de aduana a su ingreso, durante su estadía 
y a la salida del territorio nacional. 

La Dirección General de la Renta de Aduanas 
mantendrá actuali:zado el registro de los transpor­
tistas, dedicados habitualmente al transporte in­
ternacional de personas o mercancías, y el de sus 
representantes. 

Los medios de transporte únicamente podrán 
entrar, transitar y salir del país por las vías, adua-
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nas y demás lugares habilitados por la Dirección 
General. La introducción de mercancías en los 
medios de transporte al país, obliga al transportista 
a conducir él mismo en forma inmediata y directa 
hacia la aduana correspondiente, sin modificar el 
estado y el embalaje de las mercaderías. 

Cuando el medio de transporte tenga por 
destino una aduana distinta a la ele entrada o una 
zona franca nacional, el control se limitará úni­
camente a constatar el buen estado de los precin­
tos, sellos y demás seguridades. No será necesaria 
la designación de custodia cuando el medio de 
transporte presente en buen estado los sellos o 
precintos que aseguran la carga o, cuando a falta 
de éstos, se puedan adoptar medidas que ga­
ranticen que las mercancías llegarán completas a 
su destino. 

Dentro de la recepción de los medios de 
transporte, la aduana podrá adoptar las siguientes 
medidas de control: (a) inspección y registro del 
medio de transporte; (b)cierre y sello de los 
compartimientos, donde existan o puedan existir 
mercancías susceptibles de desembarcarse 
clandestinamente; (c) verificación documental; (d) 
vigilancia permanente del medio de transporte. 

Los transportistas presentarán a la autoridad 
aduanera que concurra a la inspección del medio 
de transporte, los siguientes documentos: (a) ma­
nifiesto general de carga o declaración de venir en 
lastre; (b) lista de pasajeros y tripulantes; (c) lista 
de suministros o rancho; (d) guía de valijas y 
envíos postales; (e) lista de equipajes. Una vez 
recibidos los citados documentos y examinado el 
medio de transporte sin que exista observación 
alguna, la aduana dará su consentimiento para que 
la autoridad competente permita que se inicien 
libremente las operaciones de carga y descarga de 
mercancías y embarque o desembarque de los 
tripulantes y pasajeros. 

La mercancía que llegue al país deberá des­
cargarse dentro de los depósitos temporales, bajo 
el control de la aduana. Previa autorización de 
ésta, se podrán descargar fuera de los menciona­
dos depósitos cuando se trate de (a) aquellas des­
tinadas a los depósitos de perfeccionamiento 
activo y depósito de aduanas; {b) animales vivos; 
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(c) envíos urgenles y de socorro; (d) malerias 
primas, insumos y mercancías sujetas al derecho 
arrancelario máximo, si son inlroducidas en con­
tenedores; (e) mercancías peligrosas a granel y de 
difícil manipuleo; (f) mercancías perecibles o de 
fácil descomposición; (g) menaje de casa. 

Se entenderá por depósilo temporal de mercan­
cías el almacenamienlo Lransitorio de las mismas 
en locales o en lugares cercados o no, habilitados 
por la Dirección General y bajo el control de la 
aduana, en espera de que sean someúdas a cual­
quier régimen u operación aduanera. Los lugares o 
locales para el almacenamiento transitorio de las 
mercancías, que también se denominan depósitos 
temporales, serán administrados por CEPA en el 
puerto de AcajuLla y en el Aeropuerto Internacio­
nal de El Salvador. En los demás puertos, eslarán 
a cargo de la aduana correspondiente. La Direc­
ción General podrá autorii.ar a personas parúcu­
lares la administración de estos locales. 

El plazo de almacenamiento de las mercanías 
en depósito temporal será de 45 días, contados a 
partir del siguiente día del ingreso físico de las 
mismas. Si el plazo se vence y las mercancías no 
han sido someúdas a ningún régimen aduanero, 
éstas caerán en abandono. La aduana ordenará el 
traslado de las mercancías caídas en abandono en 
el mes anterior al depósito de las subastas, sobre 
la base de la información periódica que le pro­
porcione el guardalmacén. 

Mientras permanezcan en depósito temporal, 
las mercancías podrán ser objeto de operaciones 
como las siguientes por parte del interesado: reco­
nocimiento, pesaje, medición o cuenta; colocación 
de marcas o setlales para la idenúficación de bul­
tos; retiro de muestras o análisis; división o reem­
balaje; destrucción; mantenimiento de maquina­
rias, etc. 

Para que las mercancías sean sometidas a un 
determinado régimen aduanero, será necesario 
solicitarlo mediante un formulario denominado 
declaración de mercancías, exceptuando los casos 
siguientes: exportaciones o importaciones ampa­
radas por el Tratado General de Integración Eco­
nómica Centroamericana y por los demás con­
venios internacionales, siempre que estén sujetas 
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al empleo del formulario aduanero o de olro 
especial que se establezca; en el régimen de Lrán­
sito aduanero internacional terreslre, en cuyo caso 
se requerirá del formulario exigido para su apli­
cación; en el régimen de equipaje de viajeros 
procedenles del exterior, cuyo despacho se 
efectuará medianle el formulario establecido para 
tal efecto y, cuando la normativa nacional o cen­
troamericana establezca formularios especiales 
para operaciones o regímenes específicos adua­
neros. 

La declaración de mercancías podrá efectuarse 
a través de las siguientes modalidades: (a) auto­
determinación o autoliquidación, que consiste en 
la determinación de la obligación tribuLaria y en el 
cumplimiento de las demás regulaciones de 
comercio exterior por parle del consignaLario o 
consignante y, además el pago del adeudo antes de 
la presentación de la misma en la aduana; (b) la 
liquidación ordinaria que consiste en la determi­
nación de la obligación tribularia por parle de la 
aduana, sobre la base de la información proporcio­
nada por el declarante. 

A la declaración de mercancías se deberán 
adjunlar los siguienles documentos: documento de 
transporte, factura comercial, declaración cerúfi­
cada del origen de las mercancías cuando proceda, 
y cerúficados sanilarios, de calidad y demás auto­
rizaciones establecidas para determinadas mercan­
cías en virtud de disposiciones legales específicas. 
En caso de auloliquidación deberá acompaffarse, 
además, la certificación del pago del adeudo, 
extendida por el banco o institución financiera co­
rrespondiente. 

La declaración de mercancías deberá ser acep­
tada o rechazada a más Lardar el siguiente día hábil 
a su "representación" (debe decirse presentación). 
Aceptada la declaración de mercancías, se pro­
cederá a ingresar la información correspondiente 
en el sistema computarizado, el cual la fechará y 
numerará correlativamente por ano calendario. En 
las aduanas donde no opere el sistema computa­
rizado, tales acúvidades serán responsabilidad del 
funcionario encargado de la revisión de la decla­
ración de mercancías. 

En caso de autoliquidación, se tendrá por 
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aceptada la declaración de mercancías al momento 
de efectuarse el pago del adeudo en la institución 
financiera correspondiente. 

El aforo es el acto por el cual la autoridad 
aduanera verifica la clasificación arancelaria de las 
mercancías, su valor, su peso, su cantidad o me­
dida, para determinar o confirmar el adeudo o la 
garantía, así como para velar por el cumplimiento 
de las demás obligaciones inherentes al régimen 
solicitado. El aforo comprende el examen de la 
declaración de las mercancías y de los documentos 
que la acompaffan, así como el reconocimiento fí­
sico de las mismas; sin embargo, la autoridad 
aduanera podrá prescindir de este último, siempre 
que la infonnación presentada por el declarante 
sea suficiente para cumplir con los objetivos del 
aforo. 

Una vez aceptada la declaración de mercan­
cías, el sistema computarizado designará el conta­
dor vista que se encargará del aforo. En caso de 
autoliquidación, el sistema computarizado selec­
cionará aquellas declaraciones que deben someter­
se al aforo. El reconocimiento físico de las mer­
cancías se realizará obligatoriamente en deter­
minados casos como cuando existen dudas sobre 
su origen, cuando los bultos se ecuentren in­
completos o abiertos, cuando la factura comercial 
no contenga suficiente infonnación o si existen 
denuncias o presunción sobre introducción de 
mercancías de importación prohibida. La firma del 
contador vista es suficiente para legalizar el aforo 
y autorizar el pago del adeudo. Legalizado el afo­
ro, se notificará al interesado a través de las 
pantallas del sistema computarizado o por medio 
de listados que se expondrán en lugares visibles. 

Una vez notificado el aforo, el declarante 
solicitará en la Unidad de Recepción y Revisión 
de Documentos la entrega de la declaración de 
mercancías con todas sus copias, para proceder a 
la cancelación del adeudo. El declarante tendrá un 
plazo de ocho días hábiles, contados a partir del 
día siguiente al de la legalización del aforo, para 
pagar el adeudo en los bancos autorizados, en la 
Dirección de Tesorería o en aquellas aduanas que 
hayan sido autorizadas para tal efecto. Con la 
presentación de la declaración de mercancías de­
bidamente pagadas, el guardalmacén o el encar-
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gado del depósito temporal autorizará al intere­
sado levantar las mercancías y, además, ingresará 
los datos en el sistema computarizado para el con­
trol respectivo. Una vez dado este paso, no se ad­
mitirán reclamos sobre las diferencias que existan 
entre los bultos entregados y los declarados. 

Cuando la autoliquidación no sea seleccionada 
para el aforo, se autorizará levantar las mercancías 
a través del sistema computarizado, previa 
comprobación del pago del adeudo determinado 
por el declaranle. En esta modalidad de declara­
ción, la Dirección General se reserva el derecho de 
realizar fiscalizaciones posleriores para comprobar 
el correcto cumplimiento de las obligaciones 
tributarias y de otro carácter. 

Existen diferentes regímenes aduaneros: los 
definitivos, suspensivos o liberatorios, tránsito 
aduanero, importación lemporal con reexportación 
en el mismo Estado, admisión temporal para 
perfeccionamiento activo, el depósito de aduanas, 
exportación temporal con reexportación en el 
mismo Estado, de la exportación temporal para 
perfeccionamiento pasivo. 

Por importación definitiva se entiende la in­
troducción legal de mercancías procedentes del 
exterior para su uso o consumo definitivo en el 
territorio aduanero, previo el pago de los derechos 
e impuestos, cuando corresponda y el cumplimien­
to de las fonnalidades previstas en el presente 
reglamento, así como las demás obligaciones 
contempladas en la legislación de comercio 
exterior. 

Por exportación definitiva se entiende el 
régimen aplicable a las mercancías en libre 
circulación que se envían legalmente para su uso o 
consumo definitivo en el exterior, previo 
cumplimiento de todas las fonnalidades aduaneras 
y las de otro carácter que sean nec~. 

Tránsito aduanero es el régimen mediante el 
cual las mercancías son transportadas de una 
aduana a otra, bajo control de la autoridad aduane­
ra competente, con suspensión total de los 
derechos e impuestos aplicables. 

La importación temporal con reexportación en 
el mismo Estado es el régimen que pennite la 
introducción de mercancías en el territorio 
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nacional, con suspensión de derechos o impuestos, 
para fmes específicos a condición de ser reexpor­
tados por cualquier aduana dentro del plazo auto­
rizado, (seis meses improrrogables) sin haber 
sufrido modificación o transformación alguna con 
excepción de la depreciación normal por el uso de 
las mismas. 

La admisión temporal para perfeccionamiento 
activo es el régimen que permite recibir en el 
territorio nacional, con suspensión de derechos e 
impuestos, mercancías destinadas a ser reexpor­
tadas en un plazo de dieciocho meses, después de 
haber sufrido procesos de transformación, elabo­
ración o reparación. 

El régimen de depósito de aduanas permite a 
una persona natural o jurídica prestar servicio de 
almacenamiento de mercancías, las cuales perma­
necerán con suspensión de los derechos e impues­
tos correspondientes por un plazo determinado 
(por un año máximo, improrrogable), hasta que 
sean destinadas a cualquier otro régimen u opera­
ción aduanera. 

El régimen de las zonas francas permite 
introducir mercancías al territorio nacional, pero 
por lo que toca a los derechos e impuestos aplica­
bles, se considera como si éstas no estuviesen en 
el territorio aduanero, por lo tanto, no estarán so­
metidas al control habitual de la aduana. La 
introducción de mercancías destinadas a las zonas 
francas no estará sujeta al pago de los derechos e 
impuestos aplicables, ni a la presentación de ga­
rantía alguna, mientras permanezcan en el interior 
de las mismas. En todo caso, el ingreso y salida de 
mercancías deberá efectuarse bajo control 
aduanero. 

El régimen de la exportación temporal con 
reimportación en el mismo Estado, es aquel 
mediante el cual se permite la salida temporal del 
territorio nacional de mercancías en libre circu­
lación, con un fin específico y por un plazo de­
terminado (seis meses), con la condición que sean 
reimportadas sin que hayan sufrido en el exterior 
ningún proceso de transformación, elaboración o 
reparación, en cuyo caso, a su retomo, serán ad­
mitidas con liberación total de los derechos e 
impuestos correspondientes. 
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La exportación temporal para el perfeccio­
namiento pasivo es el régimen aduanero mediante 
el cual se permite exportar temporalmente mercan­
cías que se encuentran en libre circulación en el 
territorio nacional, para ser sometidas en el exte­
rior a un proceso de transformación, elaboración o 
reparación y luego reimportarlas dentro del plazo 
otorgado para ello (seis meses). con liberación 
parcial o total de los derechos e impuestos corres­
pondientes. 

La Dirección General dispondrá la transfe­
rencia del dominio de las mercancías abandonadas 
a favor del mejor postor en subasta pública. 
Asimismo, en las aduanas donde sea necesario se 
habilitará un depósito especial para las subastas, 
en el cual se almacenarán dichas mercancías. Para 
la determinación del precio base de las merca­
derías a subastarse, se tomarán en cuenta los va­
lores del banco de datos de la Dirección General, 
el estado de las mismas y los precios corrientes en 
el mercado nacional. Después de la valoración de 
las mercancías, la Dirección General dispondrá su 
remate y lo pondrá en conocimiento del público 
por lo menos con ocho días de anticipación a la 
fecha de la subasta, mediante avisos que se pu­
blicarán por una sola vez en el Diario Oficial o en 
cualesquiera de los diarios de mayor circulación 
nacional. Los duenos o consignatarios de las 
mercancías tácitamente abandonadas podrán 
rescatarlas presentando al encargado del depósilo 
de subastas, tres días hábiles antes de la fecha de 
la subasta, la declaración de mercancías debida­
mente cancelada. 

El reclamo del aforo permite al interesado 
reclamar en un plazo de ocho días habíles a partir 
de la fecha de su legalización; para ello, debe 
interponer el escrito ante el administrador de 
aduana respectivo, quien conocerá y resolverá en 
primera instancia. Podrá interponerse recurso de 
reconsideración ante el administrador de aduana 
contra las decisiones emitidas por éste, en un 
plazo de tres días hábiles, contados a partir del día 
siguiente al de la notificación de las mismas. 

El recurso de apelación contra las decisiones 
del administrador de aduana es conocido y 
resuelto por la Dirección General. El recurso se 
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interpondrá dentro del plazo de tres días, conta­
dos a partir del día siguiente a la fecha de notifica­
ción respectiva, ante el administrador de aduanas, 
quien lo admitirá sólo para remitir los autos a la 
instancia superior (Decreto NV 43, Diario Oficial, 
9 de junio de 1994, Tomo 323, Número 107). 

Reglamento de la Ley de Control de Armas de 
Fuego, Municiones, Explosivos y Artículos 
similares 

El reglamento desarrolla la "Ley de Control de 
Armas de Fuego, Municiones, Explosivos y Ar­
tículos similares". Clasifica como armas per­
mitidas las siguientes: (a) armas de fuego de puno 
o cortas, que comprenden las pistolas y revólveres 
de los calibres 22, 25, 30, 357, 38, 40, 41, 45, 9 
mm, 10 mm y todas aquellas que no sobrepasen 
las 45 pulgadas ó los 11 milímetros de calibre; (b) 
armas de fuego de hombro o largas, que compren­
den desde el calibre 22 hasta el 458; (c) armas de 
fuego deportivas, es decir, todas las escopetas de 
los calibres 10, 12, 16, 20 y 410 y las demás 
armas de fuego deportivas cuyos calibres están 
autorizadas por las reglas internacionales y 
olímpicas de tiro; (d) armas de fuego de colección. 

Se prohíbe la fabricación, importación, expor­
tación, compraventa, tenencia y portación de ar­
mas de guerra. También se prohíbe el uso de mu­
nición con balas o proyectiles de los siguientes 
tipos: (a) perforantes, disenados para perforar 
metales, blindajes y chalecos anti-balas, y cuyo 
interior está compuesto por un núcleo de material 
diferente al plomo, tal como el acero o tungsteno; 
(b) incendiarias, en cuyo interior existe una 
recámara en la cual se aloja un material inflamable 
como el fósforo y cuyo objetivo es incendiar 
equipo u otra aplicación militar; (c) explosiva,;, ya 
sean prefragmentarias (cuya ojiva colapsa al 
impactar, lanzando fragmentos o perdigones) o 
detonantes (cuya ojiva consta de un fulminante o 
de una carga de material explosivo que produce la 
fragmentación a través de una explosión). 

Intervienen, en la forma dispuesta por este re­
glamento: (a) el Ministerio de Defensa, a través de 
la Dirección de Logística, que será la unidad 
encargada del control de las armas, en cuanto a 
autorizarlas y supervisar directamente todas las 
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actividades establecidas en la ley; (b) el Ministerio 
del Interior y de Seguridad Pública, a través de la 
Policía Nacional Civil, que debe prevenir y com­
batir las infracciones a lo dispuesto por la ley y el 
reglamento; (c) el Ministerio de Hacienda, a través 
de las colecturías del servicio General de 
Tesorería, que deben recoger el pago de los 
derechos causados por la extensión de las licencias 
respectivas, y por medio de la Dirección General 
de la Renta de Aduanas, que debe controlar el in­
greso de armas al territorio nacional, previa 
coordinación con el Ministerio de Defensa; (d) el 
Ministerio de Relaciones Exteriores, cuyas 
dependencias consulares deben controlar los 
trámites para importar armas y municiones así 
como las autorizaciones para que extranjeros 
puedan ingresar al país con armas deportivas; (e) 
el Ministerio de Justicia, a través de la Dirección 
General de Centros Penales y de Readaptación, 
unidad encargada de dar constancia de los 
antecedentes penales de las personas naturales. 

Para cumplir con su función, la Policía Nacio­
nal Civil inspeccionará, ya sea a requerimiento del 
Ministerio de Defensa o en cumplimiento de la 
Ley, los diferentes locales de las fábricas, los 
talleres, los depósitos y los establecimientos 
autorizados para la venta de armas, vehículos que 
las transporten, polígonos de tiro, etc. 

El Ministerio de Defensa, a través de la 
Dirección de Logística, llevará un registro de las 
autorizaciones emitidas para portar armas y de sus 
guías de pertenencia. De esta forma, el arma estará 
identificada así como el tipo de licencia y las 
personas naturales o jurídicas que las posean o 
porten. Para llevar a cabo esta tarea, el Ministerio 
de Defensa actuará coordinadamente con la 
Policía Nacional Civil. 

El reglamento establece cinco clases de li­
cencias: licencia de tenencia y conducción, 
licencia de portación, licencia de colección, licen­
cia especial y licencia para empresas de seguridad. 

El Ministerio de Defensa, en coordinación con 
la División de Armas y Explosivos de la Policía 
Nacional Civil, llevará un registro de los traspasos 
con ficha individual, donde se anotarán los datos 
actualizados del propietario. Asimismo, dicho 
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Ministerio, siempre en coordinaciói'I con la Di­
visión de Armas y Explosivos de la Policía Na­
cional Civil, contará con dispositivos técnicos para 
tomar las huellas balísticas de las armas que les 
sean presentadas o remitidas para efectos de auto­
rización. 

En el reglamento se establece una serie de res­
tricciones concretas para la importación y venta de 
armas y municiones para las empresas que se de­
diquen a tales actividades. 

Se prohíbe la portación de armas de fuego en 
instituciones públicas y privadas, en centros socia­
les y culturales, restaurantes, hoteles, pensiones, 
expendios de bebidas alcohólicas, salones de cer­
vecería o billar y demás lugares con características 
similares; así como en espectáculos públicos, 
solemnidades, desfiles o reuniones cívicas, re­
ligiosas, sociales o deportivas. Esta prohibición no 
se aplica a los oficiales de la Fuerza Armada y al 
personal de la Policía Nacional Civil, cuando se 
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encuentren en servicio y debidamente unifonnados. 
A las personas que infrinjan esta prohibición, les 
será decomisada el arma sin perjuicio del delito en 
que puedan incurrir. 

Se prohíbe a toda persona natural la portación 
de armas de fuego bajo el efecto de bebidas alco­
hólicas o estupefacientes, disparar al aire en festi­
vidades o celebraciones de tipo cultural, educativo 
o social, exhibiciones irresponsables de armas de 
fuego, disparos al blanco en lugares públicos y el 
transporte, portación o tenencia de armas de fuego 
en áreas consideradas como reserva natural o en 
zonas protegidas. Todas las infracciones a las 
prohibiciones anteriores serán sancionadas de 
confonnidad con el artículo 32 (debió decir 31) de 
este reglamento, sin perjuicio de las responsabi­
lidades penales a que dieran lugar (Decreto NV 51, 
Diario Oficial, 10 de junio de 1994, Tomo 323, 
Número 108). 
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